
INFORME AMBIENTAL ESTRATÉGICO 
INNOVACIÓN PUNTUAL DEL PLAN GENERAL DE ORDENACIÓN URBANÍSTICA DE GRANADA EN LOS

USOS DE EQUIPAMIENTO (EXPEDIENTE EAE/2246/2021)

El informe ambiental estratégico se define como el informe preceptivo y determinante del órgano ambiental
con el que concluye la evaluación ambiental estratégica simplificada, a efectos de la Ley 7/2007, de 9 de julio,
de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental.

El informe ambiental estratégico podrá determinar si el instrumento de planeamiento urbanístico debe some-
terse a una evaluación ambiental estratégica ordinaria porque pueda tener efectos significativos sobre el me-
dio ambiente, o por el contrario, que no tiene efectos significativos sobre el medio ambiente, en los términos
establecidos en dicho Informe.

1. MARCO NORMATIVO

La evaluación ambiental estratégica es el instrumento de prevención, establecido en la Directiva 2001/42/CE
del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de junio, para la integración de los aspectos ambientales en la
toma de decisiones de planes y programas públicos. Dicha Directiva se incorporó al derecho interno español
mediante la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental y a la Ley 7/2007, de 9 de julio, de Ges-
tión Integrada de la Calidad Ambiental mediante la modificación introducida por Ley 3/2015, de 29 de diciem-
bre.

La Ley 7/2007, de 9 de julio, de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental regula en sus artículos 36, 37, 39 y 40
las determinaciones de aplicación al procedimiento de evaluación ambiental estratégica simplificada de los
instrumentos de planeamiento urbanístico, siguiendo los trámites y requisitos de la evaluación de planes y
programas con las particularidades derivadas de la normativa urbanística vigente. 

Conforme a lo establecido en el Decreto del Presidente 2/2019, de 21 de enero, de la Vicepresidencia y sobre
reestructuración de Consejerías, modificado por el Decreto 3/2020, de 3 de septiembre, corresponde a la Con-
sejería de Agricultura, Ganadería, Pesca y Desarrollo Sostenible, el ejercicio de las competencias atribuidas a la
Comunidad Autónoma de Andalucía en materia de medio ambiente. 

De conformidad con el artículo 7.1 del Decreto 356/2010, de 3 de agosto, y lo previsto en el artículo 2.3 del De-
creto 103/2019, de 12 de febrero, por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería de Agricultura,
Ganadería, Pesca y Desarrollo Sostenible, modificado por el Decreto 114/2020, de 8 de septiembre, así como
en la Disposición Adicional Tercera del Decreto 226/2020, de 29 de diciembre, por el que se regula la organiza-
ción territorial provincial de la Administración de la Junta de Andalucía, esta Delegación Territorial Desarrollo
Sostenible de la citada Consejería es el órgano ambiental competente para la instrucción y resolución de pro-
cedimientos en la provincia de Granada.

Atendiendo a lo anterior, le corresponde a esta Delegación Territorial la formulación del informe ambiental es-
tratégico y su remisión al órgano responsable de la tramitación administrativa del plan. 

Consejería de Agricultura, Ganadería, Pesca y 
Desarrollo Sostenible

Delegación Territorial de Desarrollo Sostenible 
de Granada

Avda/ Joaquina Eguaras, n.º 2
18013 Granada
Tlf: 958 14 52 00
svpa.gr.cmaot@juntadeandalucia.es



2. DESCRIPCIÓN DE LA PROPUESTA DE INSTRUMENTO DE PLANEAMIENTO URBANÍSTICO

2.1. Objeto del instrumento de planeamiento urbanístico

El  objeto  de  la  Innovación  Puntual  del  Plan  General  de  Ordenación  Urbanística  (PGOU)  de  Granada  es
modificar aquellos artículos del Plan General que posibilitan el cambio directo del uso pormenorizado del
suelo de equipamiento comunitario a uso residencial singular. Asimismo, la innovación también permitiría
que en parcelas calificadas por el PGOU con uso equipamiento pudiesen implantarse otros equipamientos
como usos complementarios de la edificación. 

Se pretende dar un uso dotacional que recupere para la ciudad a aquellos edificios calificados por el PGOU
como  equipamiento  comunitario  Servicios  de  Interés  Público  y  Social (S.I.P.S.)  de  carácter  religioso,
destinados a alojamientos de tipo residencial en los que haya cesado dicha actividad y que, por esta razón,
están quedando en una situación de abandono. 

La propuesta también permitiría que en parcelas calificadas por el PGOU con uso equipamiento pudiesen
implantarse otros equipamientos como usos complementarios de la edificación. Se argumenta que con este
fin  se  ahonda  en  la  definición  pormenorizada  de  los  equipamientos  comunitarios,  con  el  objeto  de
converger con lo dispuesto en los planes generales de otras grandes ciudades andaluzas, teniendo además
en cuenta las necesidades dotacionales actuales de la población granadina. 

Se persigue que estos alojamientos de tipo residencial sigan siendo equipamientos y no puedan cambiar el
uso pormenorizado del suelo a uso residencial singular.

La innovación del  planeamiento no modifica el  uso del  suelo,  la edificabilidad, la ocupación o la altura
asignada por el PGOU, limitándose a posibilitar la implantación de residencias comunitarias, que también
estarían  calificadas  como  equipamientos  (residencias  de  estudiantes  y/o  docentes,  residencias  de
deportistas y/o personal vinculado al deporte), en parcelas calificadas como equipamientos comunitarios
deportivos,  con  una  superficie  superior  a  25.000  m2s,  y  en  parcelas  calificadas  como  equipamientos
comunitarios docentes, con un máximo del 40% de la edificabilidad asignada por el planeamiento.

2.2. Estudio de Alternativas

El documento estima que las únicas alternativas técnica y ambientalmente viables que se han de valorar son
las  de  no  hacer  nada,  quedando  la  Normativa  del  PGOU  como  está  actualmente  redactada,  o  elegir  la
modificación del PGOU propuesta en el documento. 

Considera  que  el  no  modificar  la  Normativa  podría  suponer  la  transformación  de  determinados
equipamientos en residenciales singulares o dejar que edificios actualmente con un alto nivel de protección
patrimonial  acaben abandonados  y  deteriorados  con el  tiempo.  También podría  suponer  que un amplio
número de parcelas dotacionales quedaran como solares sin llegar a prestar el servicio público a la población
para el que fueron planificadas. 

Se opta por modificar la Normativa al estimar que llevará a poner en valor parcelas dotacionales actualmente
abandonadas, y en algunos casos insalubres, para que presten un servicio público a la ciudad de Granada,
favoreciendo a la vez la reactivación económica que daría lugar la construcción de nuevas edificaciones y/o
rehabilitación de las existentes, así como el desarrollo de las actividades en dichas parcelas. 

Se copia a continuación la propuesta de modificación de la Normativa.





























Se selecciona la opción desarrollada en la modificación al estimar que en relación a lo establecido en el
artículo  36.2.a).1ª  de  la  Ley  de  Ordenación  Urbanística  de  Andalucía  (LOUA),  supondrá  mejoras  para  el
bienestar de la población en el sentido de que, con ella, se estará protegiendo el suelo dotacional (artículo 3 de
la LOUA), garantizando la correspondencia y proporcionalidad entre los usos lucrativos y las dotaciones y los
servicios públicos previstos, manteniendo la relación ya existente (artículo 9 de la LOUA), dando cumplimiento
a lo dispuesto en la Disposición Transitoria Segunda de la Ley de Ordenación Urbanística de Andalucía.

Análisis de alternativas

La alternativa seleccionada debe ser ambiental, técnica y legalmente viable. Por tanto, debe obtenerse pro-
nunciamiento favorable del órgano autonómico competente en Urbanismo, acorde a lo regulado en el art. 31
de la Ley de Ordenación Urbanística de Andalucía. 

3. TRAMITACIÓN

La Innovación Puntual del Plan General de Ordenación Urbanística de Granada en los usos de equipamiento
se corresponde con los instrumentos de planeamiento señalados en el artículo 40.3. de la Ley 7/2007, de 9 de
julio, de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental, por lo que ha de ser sometido a evaluación ambiental es-
tratégica simplificada.

Conforme a lo previsto en el artículo 40.6.a) la Ley 7/2007, de 9 de julio, de Gestión Integrada de la Calidad Am -
biental, con fecha de 18 de junio de 2021, se completa la documentación aportada por el Ayuntamiento, que
solicita el inicio del procedimiento de Evaluación Ambiental Estratégica simplificado. 

Analizada la documentación aportada, y según prevé el artículo 40.6.b) de la Ley 7/2007, de 9 de julio, esta De-
legación Territorial emitió, con fecha de 26 de junio de 2021, Resolución de admisión a trámite de evaluación
ambiental estratégica simplificada.

Conforme a artículo 39.2 y 40.6.c) de la Ley 7/2007, de 9 de julio, con fecha de 19 de octubre de 2021 se requie-
ren informes y se efectúan consultas, para que, en el plazo de 45 días, se pronuncien sobre la propuesta de ins-
trumento de planeamiento. 

RELACIÓN DE CONSULTADOS Fecha respuestas recibidas
Delegación Territorial de Economía, Innovación, Ciencia y Empleo -
Delegación Territorial Fomento, Infraestructuras y Ordenación Territorio 11/12/2021
Delegación Territorial de Cultura y Patrimonio Histórico -
Delegación T. de Turismo, Regeneración, Justicia y Administración Local 26/11/2021
Consejería de Salud y Familias 14/12/2021
Confederación Hidrográfica del Guadalquivir -
Diputación Provincial de Granada -
Ecologistas en Acción -

Se remite copia de los anteriores informes al Ayuntamiento. 

Concluido el trámite de consultas, de acuerdo con el artículo 40.6.d) de la Ley 7/2007, de 9 de julio, de Gestión
Integrada de la Calidad Ambiental, procede formular informe ambiental estratégico y su remisión al órgano
responsable de la tramitación administrativa del plan. 



4. ANÁLISIS DE LA DOCUMENTACIÓN Y DEL RESULTADO DE LAS CONSULTAS

4.1. Borrador del Plan y Documento Ambiental estratégico

La modificación se justifica en la necesidad de modificar el actual PGOU, indicándose que posee dos artículos
que permiten el cambio directo de uso pormenorizado de equipamiento comunitario (S.I.P.S.  de carácter
religioso y Universitario) a uso pormenorizado residencial singular, transformando de esta forma un suelo
dotacional en uno lucrativo, en contra de lo dispuesto por la LOUA. En caso del equipamiento comunitario
S.I.P.S. religioso serían aquellos que en la actualidad estuviesen destinados a alojamiento de tipo residencial
donde quede justificado el cese de dicha actividad, y en el caso del equipamiento universitario serían los
destinados a alojamiento residencial. Se resalta que lo que se pretende con esta modificación puntual del
PGOU es que dichos alojamientos de tipo residencial sigan siendo equipamientos y no puedan cambiar el uso
pormenorizado del suelo a uso residencial singular.

El documento ambiental destaca que la modificación propuesta no tiene efectos ambientales previsibles
sobre  vías  pecuarias,  corredores  verdes,  montes  públicos  y  cauces  naturales.  Considera  que las  únicas
actuaciones  que  podrían  tener  algún  efecto  ambiental  por  la  modificación  de  la  Normativa  del  PGOU
propuesta  se  reducen  a  la  hipotética  sustitución  del  cuarenta  por  ciento  (40%)  de  la  edificabilidad
asignada por el planeamiento a las parcelas calificadas como equipamientos comunitarios deportivos,
con una superficie superior a 25.000 m2s, y a las calificadas como equipamientos comunitarios docentes,
por  residencias  comunitarias (residencias  de  estudiantes  y/o  docentes,  residencias  de  deportistas  y/o
personal vinculado al deporte), también calificadas como equipamientos.

La modificación recoge que  garantiza la correspondencia y proporcionalidad entre los usos lucrativos y las
dotaciones  y  los  servicios  públicos previstos,  manteniendo  la  relación ya existente  y  no  permitiendo,  en
ningún caso, su empeoramiento 

Respecto a las afecciones al medio ambiente por la construcción de las edificaciones permitidas por el nuevo
planeamiento,  estima  que  no  suponen,  con  respecto  a  la  situación  actual,  variaciones  en  términos  de
impactos potenciales sobre el medio físico (clima, geología, geomerfología, riesgos sísmicos, hidrogeología,
hidrología, vegetación y fauna), el medio perceptual (paisaje) y el medio socioeconómico. 

El documento valora que se obtendría incluso un beneficio ambiental al eliminar la posibilidad de que deter-
minadas parcelas calificadas como equipamientos comunitarios (equipamientos SIPS de carácter religioso y
equipamientos universitarios, ambos destinados a alojamiento de tipo residencial) puedan sustituirse por re-
sidenciales singulares, lo que conllevaría una mayor rotación de personas y, por tanto, un mayor número de
desplazamientos con vehículos que daría como resultado un mayor consumo de energía, ruido y emisiones de
contaminantes. 

Se recoge que la innovación propuesta no tiene efectos previsibles sobre los planes sectoriales y territoriales
recurrentes, no tiene incidencia territorial desde la perspectiva de la Ley 1/1994, de 11 de enero, de Ordena-
ción del Territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía, ni tampoco sobre el Plan de Ordenación del Te-
rritorio de la Aglomeración Urbana de Granada (POTAUGr), pues según se establece en el artículo 4.9 de su
normativa “Regulación de las zonas de mantenimiento de dotaciones de interés supramunicipal” la modifica-
ción propuesta no modifica su calificación ni admite como compatibles los usos residenciales, productivos o
terciario.

El estudio ambiental estratégico valora que del objeto de la modificación de la Normativa del PGOU propuesta
puede deducirse que la incidencia sobre el cambio climático resulta irrelevante. No obstante, señala que a las
entidades del sector público a las que le sea de aplicación la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del



Sector Público, se les solicitará que promuevan la adaptación y mitigación al cambio climático y la transición
hacia un nuevo modelo energético mediante, al menos, las siguientes medidas:

a. La incorporación, siempre que el contrato lo permita, de criterios de sostenibilidad y eficiencia ener-
gética de acuerdo con los objetivos de la Ley 8/2018, de 8 de octubre, de medidas frente al cambio cli-
mático y para la transición hacia un nuevo modelo energético en Andalucía.

b. El establecimiento de criterios de adjudicación y condiciones especiales de ejecución que tengan de-
bidamente en cuenta el impacto ambiental que genera cada producto o servicio durante todo el ciclo
de vida. 

c. El establecimiento de criterios de adjudicación que valoren preferentemente los procesos de reduc-
ción, reutilización y reciclaje de los productos, y la reducción de emisiones de gases de efecto inverna-
dero en los procesos de producción, comercialización y distribución de los mismos.

d. La contratación de suministro eléctrico de energía certificada de origen renovable.
e. En los contratos de servicios de hostelería, catering y restauración, así como en los contratos de sumi-

nistros de carácter alimentario, en especial en centros educativos y de salud, se promoverán criterios
de adjudicación que incidan en el origen ecológico y de proximidad de los productos y procesos pro-
ductivos.

f. En los contratos de obra y suministros del sector público se promoverán, al menos, la mejor relación
coste-eficacia, usándose el cálculo del coste del ciclo de vida para la determinación de los costes; el
consumo energético casi nulo en los nuevos proyectos de construcción de instalaciones y edificacio-
nes; la incorporación de fuentes de energía renovable en las instalaciones y edificaciones o terrenos
colindantes o adyacentes; la sostenibilidad de los materiales de construcción, y la optimización del
consumo de recursos hídricos en todas las fases de construcción y funcionamiento.

g. En los contratos de alquiler o adquisición de inmuebles se tendrán en cuenta criterios de adjudica-
ción que incidan en la eficiencia, el ahorro energético y en el uso de energías renovables. De igual for-
ma, para valorar la oferta económica más ventajosa incluirán necesariamente la cuantificación eco-
nómica del consumo energético correspondiente a la calificación energética del edificio o instalación.
A tal efecto, los pliegos especificarán la forma de cálculo de dicho criterio, que siempre irá referido a
la vida útil del inmueble o el periodo de alquiler. 

h. La adquisición o alquiler de vehículos híbridos o eléctricos, siempre que sea técnicamente viable. 

El documento expone que, como la modificación propuesta se circunscribe únicamente a parcelas clasificadas
como suelo urbano consolidado y calificadas como equipamientos por el PGOU, las medidas previstas para
prevenir, reducir y corregir los efectos negativos relevantes para el medio ambiente se limitan realmente a las
medidas a tomar por las empresas constructoras en el momento de edificar los nuevos equipamientos o reha-
bilitar los ya existentes, medidas que no diferirán de las ya tenidas en cuenta en el Estudio de Impacto Ambien-
tal incluido en el PGOU de Granada. Estima que en todo caso se trataría de efectos de carácter temporal, pun-
tual, recuperables y fácilmente reversibles. 

4.2. Resultado de las Consultas

Se analizan las distintas afecciones sectoriales, atendiendo al resultado de las consultas efectuadas. 

Ordenación del territorio y urbanismo

Los instrumentos de planificación territorial que afectan a este municipio, sin perjuicio del resto de planes sec-
toriales, que deberán considerarse, en la medida que le sean aplicables, para el proyecto que se pretende rea-
lizar y dada la localización en la que se proyecta son el Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía (POTA) y
el Plan de Ordenación del Territorio de la Aglomeración Urbana de Granada (POTAUG). 



El informe del Servicio de Urbanismo de la Delegación Territorial en Granada de la Consejería de Fomento, In-
fraestructuras y Ordenación del Territorio, de fecha de 1 de diciembre de 2021, recoge las siguientes cuestio-
nes:

1. La documentación de la innovación deberá tener el contenido mínimo establecido en el artículo 19 de
la LOUA, debiendo incluir, entre otros, informe de sostenibilidad, estudio económico financiero y resu-
men ejecutivo.

2.  Asimismo, la innovación deberá contener los documentos refundidos, parciales o íntegros, sustitutivos
del instrumento de planeamiento en vigor, conforme al artículo 36.2.b) de la LOUA.

3. La tramitación se realizará conforme a lo establecido en los artículos 31 y 32 de la LOUA, dependiendo
del alcance de la innovación. 

4. Se tendrá en cuenta que en caso que la innovación tengan por objeto una diferente zonificación o uso
urbanístico de parques, jardines o espacios libres, dotaciones o equipamientos, así como las que exi-
man de la obligatoriedad de reservar terrenos con el fin previsto en el artículo 10.1.A).b), requerirán
dictamen favorable del Consejo Consultivo de Andalucía, conforme al artículo 36.2.c)2ª) de la LOUA.

5. La innovación deberá justificar las modificaciones propuestas y el cumplimiento de la legislación urba-
nística vigente para las determinaciones afectadas por la innovación, conforme a su alcance y objeto,
debiendose tener en cuenta, entre otros, los artículos 10, 17, 36, 45, 46 y 47 de la LOUA.

6. La inovación que se tramite deberá cumplir las determinaciones establecidas en el artículo 36.2.a )a) de
la de la LOUA, entre otros:
◦ La nueva ordenación deberá justificar expresa y concretamente las mejoras que suponga para el

bienestar de la población y fundarse en el mejor cumplimiento de los principios y fines de la acti-
vidad pública urbanística y de las reglas y estándares de ordenación regulados en esta Ley. En
este sentido, las nuevas soluciones propuestas para las infraestructuras, los servicios y las dota-
ciones correspondientes a la ordenación estructural habrán de mejorar su capacidad o funcionali-
dad, sin desvirtuar las opciones básicas de la ordenación originaria, y deberán cubrir y cumplir,
con igual o mayor calidad y eficacia, las necesidades y los objetivos considerados en ésta. 

◦ Toda innovación que aumente el aprovechamiento lucrativo de algún terreno, desafecte el suelo
de un destino público a parques y jardines, dotaciones o equipamientos, o suprima determinacio-
nes que vinculen terrenos al uso de viviendas de protección oficial u otros regímenes de protec-
ción pública, deberá contemplar las medidas compensatorias precisas para mantener la propor-
ción y calidad de las dotaciones previstas respecto al aprovechamiento, sin incrementar éste en
detrimento de la proporción ya alcanzada entre unas y otro. 

7.  El documento deberá analizar y justificar la posible afección a los planes especiales de Protección Vi-
gentes. Lo que se comunica a los efectos oportunos. 

8. Todo ello sin perjuicio del informe que este órgano urbanístico deba emitir, a tenor de lo regulado en el
art. 31 de la LOUA. 

Turismo 

El informe del Servicio de Turismo, de fecha de 26 de noviembre de 2021, recoge que la actuación debe basar-
se en criterios de sostenibilidad y de máximo respeto y preservación del medio ambiente y de los recursos na-
turales y culturales de los distintos destinos turísticos, tal y como se establece en el Plan General de Turismo
Sostenible de Andalucía Plan Meta 2027, contribuyendo así a la mejora de la competitividad del sector turísti-
co andaluz. Todo ello, con el respeto más absoluto a los valores medio-ambientales de la zona, que forman
parte de su atractivo, y a la imposición de los más estrictos parámetros medio-ambientales a las empresas
para minimizar el impacto de las mismas sobre el medio, tal y como propugna la Ley 13/2011 del Turismo de
Andalucía en su artículo 1.1d). 



Cultura

En materia de bienes culturales, el artículo 29.3 de la Ley 14/2007 de Patrimonio Histórico recoge que los pla-
nes urbanísticos deberán contar con un análisis arqueológico en los suelos urbanos no consolidados, los sue-
los urbanizables y los sistemas generales previstos, cuando la información aportada por la Consejería compe-
tente en materia de patrimonio histórico haya constancia o indicios de la presencia de restos arqueológicos. 

Salud

El informe de la Dirección General de Salud Pública y Ordenación Farmacéutica, de fecha de 14 de diciembre
de 2021, recoge lo siguiente:

“El documento ambiental estratégico presentado por la Administración promotora no incluye una identificación
y valoración de los potenciales impactos sobre la salud de la población de la innovación propuesta. 

No obstante, la normativa vigente en materia de evaluación de impacto en salud es de aplicación a esa innova -
ción de instrumento de planeamiento, siendo ese el marco legislativo en el que este órgano administrativo efec-
tuará con mayor eficacia la evaluación de sus potenciales efectos en la salud de la población.

Por ello, se estima que puede continuarse con la tramitación del expediente de evaluación ambiental estratégica
simplificada, si bien, se requiere que se dé traslado a la Administración promotora de este informe, que puede re-
sultar de ayuda en el desarrollo del proceso de evaluación de impacto en salud de la innovación.

El vigente Decreto 169/2014, de 9 de diciembre, por el que se establece el procedimiento de la Evaluación del Im-
pacto en la Salud de la Comunidad Autónoma de Andalucía, regula en su artículo 13 un proceso de consultas pre-
vias y cribado en el que la Administración promotora de innovaciones de instrumentos de planeamiento urbanís-
tico puede dirigirse al órgano competente en materia de salud para conocer si una innovación en cuestión debe
someterse a evaluación de impacto en la salud. ”

Vías Pecuarias, Montes Públicos y Espacios Naturales Protegidos

Analizada la documentación aportada, no se detecta afección a Espacios Naturales Protegidos, terrenos fores-
tales ni vías pecuarias clasificadas. La propuesta no podrá afectar a dominios públicos naturales, acorde a su
legislación sectorial. 

Biodiversidad, geodiversidad y paisaje

Acorde al documento ambiental estratégico, la propuesta no tiene afecciones significativas sobre la biodiversi-
dad, geodiversidad o paisaje. 

Cambio climático

Acorde a la Ley 8/2018, de 8 de octubre, de medidas frente al cambio climático y para la transición hacia un
nuevo  modelo  energético  en  Andalucía,  debe  considerarse  que  la  arquitectura  bioclimática  proporciona
beneficios ambientales,  sociales y económicos, contribuyendo a la eficiencia energética,  al confort  de las
instalaciones, a la integración paisajística y aumentando la resiliencia frente al cambio climático. 



En el diseño de las edificaciones se debe tener en cuenta las condiciones climáticas del emplazamiento y
fomentar el aprovechamiento de los recursos naturales disponibles, como la luz, lluvia, vegetación adaptada
al  entorno… lo anterior  atendería  a  lo regulado en la  Ley 2/2007,  de 27 de marzo,  de fomento  energías
renovables y del ahorro y eficiencia energética de Andalucía, que promueve que el planeamiento contribuya a
reducir  las  necesidades  de  movilidad,  al  fomento  transporte  público  y  optimización  aprovechamiento
energético de los edificios.

Dominio Público Hidráulico 

Con anterioridad a la Aprobación Definitiva del Instrumento de Planeamiento y al pertenecer el municipio a la
Demarcación Hidrográfica del Guadalquivir, tras la Aprobación Inicial también se deberá obtener informe del
Organismo de Cuenca, preceptivo de acuerdo al artículo 25.4 del Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de ju-
lio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Aguas, en el que se haga un pronunciamiento expreso
sobre si el planeamiento propuesto es compatible con el Dominio Público Hidráulico, Zonas de Servidumbre y
Policía; así como cualquier otro aspecto que sea de su competencia. Si el planeamiento comporta nuevas de-
mandas de recursos hídricos, el citado informe se pronunciará expresamente sobre la existencia o inexistencia
de recursos.

Contaminación acústica 

El Decreto 6/2012, de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Protección contra la Contaminación
Acústica en Andalucía que, en su artículo 25 sobre planes y programas establece que, de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 17 de la Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del Ruido, la planificación territorial, los pla-
nes y actuaciones con incidencia territorial, así como el planeamiento urbanístico, deberán tener en cuenta las
previsiones establecidas en este Reglamento, en las normas que lo desarrollen y en las actuaciones adminis-
trativas realizadas en su ejecución, en especial en la delimitación de áreas de sensibilidad acústica, los mapas
de ruido y planes de acción y en la declaración de servidumbres acústicas. 

Según la Disposición transitoria tercera del Reglamento, hasta tanto se establezca la zonificación acústica de
un término municipal, las áreas de sensibilidad acústica vendrán delimitadas por el uso característico de la
zona, entendiendo por éste el uso que, correspondiéndose a uno de los establecidos en el Reglamento, supon-
ga un porcentaje mayor al resto de usos considerados en dicha área. 

Por otro lado, y conforme al artículo 25.2 del Reglamento la asignación de usos globales y usos pormenoriza -
dos del suelo en los instrumentos de planeamiento urbanístico tendrá en cuenta el principio de prevención de
los efectos de la contaminación acústica y velará por el cumplimiento de los objetivos de calidad establecidos
en el Reglamento. Y conforme a lo previsto en el artículo 28.4 del Reglamento, la ubicación, orientación y dis-
tribución interior de los edificios destinados a los usos más sensibles desde el punto de vista acústico (residen-
cial, administrativo y de oficinas, sanitario y educativo o cultural), se planificará con vistas a minimizar los ni-
veles de inmisión en los mismos, adoptando diseños preventivos y suficientes distancias de separación res-
pecto a las fuentes de ruido más significativas, y en particular, del tráfico rodado. 

Se deberá contemplar la aplicación de las medidas en materia de prevención de la contaminación acústica
previstas en la Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del Ruido en relación a la intervención administrativa sobre
emisores acústicos y el otorgamiento de nuevas licencias de construcción de edificaciones destinadas a vivien-
das, usos hospitalarios, educativos o culturales, que no podrán concederse si los índices de inmisión medidos
o calculados incumplen los objetivos de calidad acústica que sean de aplicación a las correspondientes áreas
acústicas. Por el Ayuntamiento se deberá asegurar en todo caso la satisfacción de los objetivos de calidad



acústica en el espacio interior de las nuevas edificaciones. El otorgamiento de las licencias de primera ocupa-
ción estará condicionado al cumplimiento de esta prescripción.

Contaminación lumínica

La regulación de la contaminación lumínica en Andalucía se rige por lo establecido en la Ley 7/2007, de 9 de ju-
lio, de gestión integrada de la calidad ambiental y el Real Decreto 1890/2008, de 14 de noviembre, por el que se
aprueba el Reglamento de eficiencia energética en instalaciones de alumbrado exterior y sus Instrucciones
técnicas complementarias EA-01 a EA-07 (RDEE). El régimen previsto en la Ley 7/2007, de 9 de julio, para la
contaminación lumínica es de aplicación a las instalaciones, dispositivos luminotécnicos y equipos auxiliares
de alumbrado, tanto públicos como privados, en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Andalu-
cía.

Contaminación atmosférica. Plan de Mejora de la Calidad del Aire de la Aglomeración de Granada y Área
Metropolitana

El 10 de marzo de 2014 se publica en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía el Plan de Mejora de la Calidad
del Aire de la Aglomeración de Granada y Área Metropolitana, que engloba al término municipal. De acuerdo
con lo establecido en el Decreto 239/2011, de 12 de julio, por el que se regula la calidad del medio ambiente at-
mosférico y se crea el Registro de Sistemas de Evaluación de la Calidad del Aire en Andalucía, en aquellos mu-
nicipios cuyo territorio esté incluido en el ámbito de aplicación de un Plan de mejora de la calidad del aire o de
un Plan de acción a corto plazo, el contenido de dichos planes será determinante para los diferentes instru-
mentos de planeamiento urbanístico y de ordenación del territorio. Si tales instrumentos contradicen o no re-
cogen el contenido de estos planes, tal decisión deberá motivarse y hacerse pública conforme a lo dispuesto
en el artículo 16.6 de la Ley 34/2007, de 15 de noviembre. 

Este plan tiene su origen, entre otros motivos, en la constatación de la elevada contaminación del aire del en-
torno de la ciudad de Granada por partículas en suspensión. El Plan de Mejora de la Calidad del Aire de la Aglo-
meración de Granada y Área Metropolitana debe considerarse en el diseño del planeamiento de desarrollo.

El ayuntamiento, como órgano competente en la materia, velará porque se cumplan las prescripciones de la
anterior normativa en materia de contaminación acústica, lumínica y atmosférica.

5. CRITERIOS PARA DETERMINAR EL SOMETIMIENTO A EVALUACIÓN AMBIENTAL ESTRATÉGICA ORDINA-
RIA  

Los  criterios  para  determinar  si  un  plan  sometido  a  evaluación  ambiental  estratégica  simplificada  debe
someterse a evaluación ambiental estratégica ordinaria a causa de sus posibles efectos significativos sobre el
medio ambiente, se establecen en el anexo V de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre. En el apartado primero del
Anexo V los criterios se refieren a las características de los planes y programas. En el apartado segundo del
Anexo se relacionan las características de los efectos y del área probablemente afectada.

Respecto de la afección a las características de los planes y programas, se deben analizar a las cuestiones
específicamente recogidas en el apartado 1 del anexo, que se enumeran a continuación:

a) La medida en que el plan o programa establece un marco para proyectos y otras actividades, bien en
relación con la ubicación, naturaleza, dimensiones, y condiciones de funcionamiento o bien en relación
con la asignación de recursos.



b) La medida en que el plan o programa influye en otros planes o programas, incluidos los que estén
jerarquizados.

c) La pertinencia del plan o programa para la integración de consideraciones ambientales, con el objeto,
en particular, de promover el desarrollo sostenible.

d) Problemas ambientales significativos relacionados con el plan o programa.
e) La pertinencia del plan o programa para la implantación de la legislación comunitaria o nacional en

materia de medio ambiente como, entre otros, los planes o programas relacionados con la gestión de
residuos o la protección de los recursos hídricos.

Acorde al apartado 2 del Anexo, donde se recogen los criterios referentes a las características de los efectos y
del área probablemente afectada, se deben valorar:

A. La probabilidad, duración, frecuencia y reversibilidad de los efectos.
B. El carácter acumulativo de los efectos.
C. El carácter transfronterizo de los efectos.
D. Los riesgos para la salud humana o el medio ambiente (debidos, por ejemplo, a accidentes).
E. La magnitud y el alcance espacial de los efectos (área geográfica y tamaño de la población que

puedan verse afectadas).
F. El valor y la vulnerabilidad del área probablemente afectada a causa de:

a) Las características naturales especiales.
b) Los efectos en el patrimonio cultural. 
c) La superación de valores límite o de objetivos de calidad ambiental.
d) La explotación intensiva del suelo.
e) Los efectos en áreas o paisajes con rango de protección reconocido en los ámbitos nacional, co-

munitario o internacional.

La  propuesta  posibilita  la  sustitución  del  cuarenta  por  ciento  (40%)  de  la  edificabilidad  asignada  por  el
planeamiento a las parcelas calificadas como equipamientos comunitarios  deportivos,  con una superficie
superior  a  25.000  m²,  y  a  las  calificadas  como  equipamientos  comunitarios  docentes,  por  residencias
comunitarias (residencias de estudiantes y/o docentes, residencias de deportistas y/o personal vinculado al
deporte), también calificadas como equipamientos. 

La Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía requiere la justificación expresa y
concreta de las mejoras que la propuesta suponga para el bienestar de la población. Asimismo, dispone que
toda innovación que aumente el aprovechamiento lucrativo de algún terreno, desafecte el suelo de un destino
público a parques y jardines, dotaciones o equipamientos, deberá contemplar las medidas compensatorias
precisas para mantener la proporción y calidad de las dotaciones previstas respecto al aprovechamiento.

La valoración definitiva del ajuste de la propuesta a la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, acorde a lo regulado en
su art. 31, se realizará en el preceptivo informe de la administración autonómica competente en urbanismo,
emitido con anterioridad a la Aprobación Definitiva. Se condiciona la viabilidad ambiental de la modificación a
la obtención del anterior informe con sentido  favorable. 

No  se  prevén  afecciones  relevantes  sobre  elementos  con  figuras  de  protección  ambiental,  ni  resulta
significativa  la  medida  en que  establece  un marco  para  proyectos  y  otras  actividades  con respecto  a  la
ubicación, la naturaleza, las dimensiones, las condiciones de funcionamiento o mediante la asignación de
recursos. 

Se considera que el plan no influye de modo relevante en otros planes o programas de carácter ambiental, ni
en la implantación de legislación comunitaria o nacional en materia de medio ambiente. 



Respecto a las características de los efectos y del área probablemente afectada, no se estima probable que la
propuesta  genere  efectos  significativos  sobre  los  valores  naturales.  No  se  afecta  a  espacios  naturales
protegidos ni los efectos tienen carácter transfronterizo. 

En el análisis de la documentación se constata la escasa magnitud y alcance espacial de los efectos del Plan,
sin que se haya señalado la presencia de afecciones significativas derivadas de su implantación. 

En conclusión, mediante el cumplimiento de la legislación sectorial de carácter ambiental y de las condiciones
que  se  recogen  en  este  informe  ambiental  estratégico,  no  se  prevén  impactos  negativos  relevantes
relacionados con la implantación del Plan que determinen su posterior sometimiento a evaluación ambiental
estratégica ordinaria.

6. CONDICIONADO

La Innovación objeto de este expediente deberá cumplir los siguientes requisitos o condiciones:

A. Al pertenecer el municipio a la Demarcación Hidrográfica del Guadalquivir, también se deberá obtener
informe del Organismo de Cuenca, preceptivo de acuerdo al artículo 25.4 del Real Decreto Legislativo
1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Aguas, en el que se haga
un pronunciamiento expreso sobre si el planeamiento propuesto es compatible con el Dominio Públi-
co Hidráulico, Zonas de Servidumbre y Policía; así como cualquier otro aspecto que sea de su compe-
tencia. 

B. La alternativa seleccionada debe ser ambiental, técnica y legalmente viable. Para acreditar la viabilidad
de la afección a equipamientos comunitarios recogida en la propuesta, debe obtenerse el pronuncia-
miento favorable del órgano autonómico competente en Urbanismo, acorde a lo regulado en el art.
31 de la Ley de Ordenación Urbanística de Andalucía. 

7. PRONUNCIAMIENTO

Por cuanto antecede, de acuerdo con el artículo 39.3 de la Ley 7/2007, de 9 de julio, de Gestión Integrada de la
Calidad Ambiental, a partir del análisis de la documentación aportada, teniendo en cuenta el resultado de las
consultas realizadas y de conformidad con los criterios establecidos en el Anexo V de la Ley 21/2013, de 9 de di-
ciembre, de Evaluación Ambiental, ésta Delegación Territorial, en el ámbito de sus competencias y a los solos
efectos ambientales,

DETERMINA

Que la Innovación Puntual del Plan General de Ordenación Urbanística de Granada en los usos de equipamien-
to no tiene efectos significativos sobre el medio ambiente, en los términos establecidos en el Informe Ambien-
tal Estratégico. 

Conforme a lo previsto en el artículo 39 de la Ley 7/2007, de 9 de julio, contra el presente informe ambiental es-
tratégico no procede recurso administrativo alguno, sin perjuicio de los que procedan, en su caso, contra la re-
solución que apruebe el plan o programa sometido al mismo.



Este informe ambiental estratégico se remitirá al Ayuntamiento y se hará público a través del Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía, sin perjuicio de su publicación en la sede electrónica del órgano ambiental.

El informe ambiental estratégico perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son pro-
pios si, una vez publicado en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, no se hubiera procedido a la aproba-
ción del instrumento de planeamiento urbanístico en el plazo máximo de cuatro años desde su publicación.
En tal caso, el promotor deberá iniciar nuevamente el procedimiento de evaluación ambiental estratégica sim-
plificada del instrumento de planeamiento urbanístico.

EL DELEGADO TERRITORIAL
Manuel Francisco García Delgado

Consejería de Agricultura, Ganadería, Pesca y 
Desarrollo Sostenible

Delegación Territorial de Desarrollo Sostenible 
de Granada
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